	ROL Nº 203
Santiago, seis de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro.

VISTOS:
Con fecha 16 de noviembre pasado, doce señores Senadores, que representan más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio de esa Corporación, han interpuesto requerimiento con el objeto de que el Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, N° 2°, de la Constitución Política de la República, declare inconstitucional la modificación que el artículo 2°, N° 10, letra a) del proyecto que modifica el Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y la Ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, introduce al artículo 24, inciso segundo, del mencionado Decreto Ley.
El inciso segundo del artículo 24 de dicho cuerpo legal dispone que "El valor por doce meses de la patente será de un monto equivalente entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital propio de cada contribuyente la que no podrá ser inferior a una unidad tributaria mensual ni superior a mil unidades tributarias mensuales".
La modificación consiste en reemplazar en el inciso segundo, la expresión "mil unidades tributarias mensuales" por "cuatro mil unidades tributarias mensuales".
Los fundamentos de su presentación son los siguientes:
A) Violación del artículo 19, N° 20, de la Constitución Política de la República.
En cuanto la disposición constitucional asegura "la igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley", la modificación que se impugna es inconstitucional porque autoriza a las municipalidades para gravar a su arbitrio con tributos diferentes a contribuyentes que tengan un capital propio de idéntico monto, con un elevadísimo límite de hasta cuatro mil unidades tributarias mensuales.
Poniendo un ejemplo, los requirentes señalan que la Municipalidad de Las Condes podría imponer un tributo de 2,5 por mil y la de Providencia uno de cinco por mil a contribuyentes que tengan un capital propio idéntico, con lo cual el límite del impuesto a pagar podría ser también diferente.
El Presidente de la República, en su contestación al requerimiento, señala que el inciso segundo del artículo 24 se mantiene inalterable con relación a las tasas por las que se determina la patente y expresa que sólo varía el límite máximo que pueda aplicar cada municipalidad.
De manera que todos los contribuyentes de la misma comuna estarán sujetos a las mismas tasas a iguales porcentajes y a idénticos límites, tal cual lo están en la actualidad.
Señalan los requirentes que el valor de la patente lo determina el inciso segundo del artículo 24, sobre la base del capital propio, en circunstancias que la Constitución de 1980 modificó la norma estableciendo que los tributos debían recaer sobre las rentas y no sobre los haberes. Exponen que en virtud de ello quedaron prohibidos los impuestos al patrimonio, como ocurre en este caso.
El Jefe de Estado señala en sus observaciones que el artículo 19, N° 20, de la Constitución se refiere a la garantía de la igual repartición de los tributos, es decir, de la igualdad ante las cargas públicas, y no a las características o requisitos que deban cumplir las leyes que establecen tributos. Por eso afirma que es explicable la sustitución de la voz "haberes" por la palabra "rentas" en atención a que el constituyente está hablando de proporción y de progresión, conceptos que naturalmente, aunque no absolutamente, tienen relación o afinidad con las rentas más que con los haberes.
Expresa más adelante, que el cobro de la patente se basa en el ejercicio de una actividad con fin de lucro, es decir, destinada a producir rentas, de manera que aunque para su cálculo se considere el capital propio del contribuyente, no tiene el sentido que los requirentes pretenden atribuirle.
Señalan los señores Senadores en su presentación, que el texto constitucional prohíbe que la ley establezca tributos manifiestamente desproporcionados o injustos y si para apreciar la desproporción o injusticia del monto máximo que se propone para las patentes, se considera la situación existente, parece razonable sostener que cuadruplicar el límite superior del tributo podría vulnerar esta norma de la ley suprema.
Agregan que el aumento del impuesto será, sin duda, más desproporcionado e injusto para las pequeñas y medianas empresas, ya que las gravará en mayor grado que las más grandes, precisamente porque estas empresas de mayor tamaño se beneficiarán por el límite de cuatro mil unidades tributarias mensuales. A su respecto, señalan, el tributo tendrá el carácter de regresivo al reducirse para ellas proporcionalmente.
El Presidente de la República, al referirse a este punto, cita la obra de Derecho Constitucional de los autores Emilio Pfeffer, Mario Verdugo y Humberto Nogueira en que explican que en el debate de la Comisión de Estudio de la nueva Constitución prevaleció el criterio en el sentido que un tributo deja de ser proporcional y justo cuando por su elevado monto se impida el libre ejercicio de una actividad o tuviere un carácter expropiatorio.
B) Violación del artículo 19, N° 2°, de la Constitución Política de la República.
La Carta Fundamental asegura en esta disposición la igualdad ante la ley y que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.
Señalan los requirentes, que el inciso segundo del artículo 24, al permitir a las municipalidades establecer tributos iguales a contribuyentes que tengan diferente capital propio, con un elevadísimo límite de hasta cuatro mil unidades tributarias mensuales, constituye en su esencia una desigualdad ante la ley y una discriminación arbitraria contraria al más elemental principio de justicia y carente de toda justificación racional o razonable.
C) Violación del artículo 19, N° 22 de la Constitución Política de la República.
El constituyente quiso destacar en una norma especial que ni el Estado ni sus organismos, sin distinción alguna, pueden dar un trato discriminatorio en materia económica, y que, por el contrario, todas las personas deben recibir un trato igualitario, justo, razonable, sin establecer diferencias entre ellas que carezcan de justificación y racionalidad.
De manera que si la ley contiene diferencias arbitrarias en el trato que debe dar a las personas el Estado y sus organismos en materia económica, o si la ley entrega atribuciones que permitan a una autoridad efectuar estas discriminaciones, en ambos casos, es inconstitucional.
Señalan los requirentes que es ésto lo que ocurre con la modificación al inciso segundo del artículo 24, del decreto N° 3.063, al elevar el límite de las patentes a 4.000 unidades tributarias mensuales.
El Presidente de la República, en sus observaciones que, en conjunto hace a las supuestas violaciones a los números 2° y 22, del artículo 19, de la Carta Fundamental, afirma que no puede imputarse a la ley discriminación arbitraria, por cuanto ella establece, inequívocamente, como lo ha hecho siempre, los mismos porcentajes contenidos en la ley vigente.
El hecho que sólo se modifique el límite máximo del tributo, no implica diferencias arbitrarias entre los distintos contribuyentes. Esta es una eventualidad que puede sostenerse sólo si se presume que las municipalidades van a proceder en forma abusiva.
D) Violación del artículo 19, N° 24, de la Constitución Política de la República.
Señalan los señores Senadores que si las municipalidades pueden imponer tributos diferentes a contribuyentes que se encuentren en la misma situación y que constituyen discriminaciones arbitrarias en materia económica por sus elevadísimos montos, el contribuyente a quien afecta esta discriminación sufre una carga impositiva contraria a la Constitución y, como consecuencia de ello, la privación de una parte de su patrimonio lo que, sólo puede producirse en virtud de una expropiación.
El Jefe de Estado señala que éste no es un impuesto destinado a disminuir el capital, pues basta analizar las contabilidades respectivas para concluir que él permanece estable. Los impuestos constituyen una sustracción del patrimonio del contribuyente, que no por eso se ve disminuido en el fondo, ya que los tributos se aplican en razón que ese patrimonio se aumenta constantemente de acuerdo con las rentas, ingresos, revalorizaciones, etc.
E) Violación del artículo 19, N° 26, de la Constitución Política de la República.
Los requirentes sostienen que la modificación legal en análisis, considerada dentro del contexto de la disposición, infringe este precepto constitucional relativo a la "esencia del derecho".
El Presidente de la República observa al respecto, que la esencia del derecho a la igualdad tributaria se encuentra en la prohibición de establecer tributos manifiestamente desproporcionados o injustos. Y la proporción en el monto de las patentes no se altera en la modificación legal, sino que se mantiene, aumentándose tan sólo el límite máximo que se consagra en la ley.
F) Violación del artículo 60, N° 14, en relación con el artículo 62, inciso cuarto, N° 1°, de la Constitución Política de la República.
Afirman los señores Senadores que, de acuerdo con la disposición legal en análisis, las municipalidades podrán fijar las patentes a su arbitrio dentro de los límites ya mencionados. El proyecto deja de esta manera entregado al capricho de la municipalidad el imponer el tributo específico que ha de gravar el capital propio del contribuyente, violando las normas constitucionales que disponen que los tributos sólo pueden imponerse por ley y a iniciativa del Presidente de la República.
El Presidente de la República expresa que los requirentes razonan sobre la base de presumir un capricho de la municipalidad, olvidando los recursos que los contribuyentes tienen para defenderse de estas eventuales arbitrariedades.
G) Violación al artículo 61 de la Constitución Política de la República.
Expresan los requirentes que al facultar el proyecto de ley a las municipalidades para establecer las patentes, se incurre en una delegación de facultades legislativas, que en conformidad al artículo 61 de la Constitución sólo puede hacerse en favor del Presidente de la República, y, que no puede extenderse a materias comprendidas en las garantías constitucionales.
El Presidente de la República observa que si se estuviera en presencia de una delegación de facultades, ella se encontraría incorporada en un texto legal vigente, materia sobre la cual el Tribunal no puede pronunciarse.
Se deja constancia que por resolución de 24 de noviembre pasado el Tribunal prorrogó el plazo de 10 días que el inciso quinto del artículo 82 de la Constitución le confiere para resolver este requerimiento, ampliándolo por otros 10 días.

CONSIDERANDO:
1°. Que, por el artículo 24 del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, se establece lo siguiente: 
"La patente grava la actividad que se ejerce por un mismo contribuyente, en su local, oficina, establecimiento, kiosko o lugar determinado con prescindencia de la clase o número de giros o rubros distintos que comprenda.
"El valor por doce meses de la patente será de un monto equivalente entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital propio de cada contribuyente, la que no podrá ser inferior a una unidad tributaria mensual ni superior a mil unidades tributarias mensuales.
"Para los efectos de este artículo se entenderá por capital propio el inicial declarado por el contribuyente si se tratare de actividades nuevas, o el registrado en el balance terminado el 31 de Diciembre inmediatamente anterior a la fecha en que deba prestarse la declaración, considerándose los reajustes, aumentos y disminuciones que deben practicarse de acuerdo con las normas del artículo 41 y siguientes de la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N° 824, de 1974.";
2°. Que, por el artículo 2°, número 10, letra a), del proyecto de ley sobre Rentas Municipales se modifica la disposición transcrita en el considerando anterior, reemplazando la expresión "mil unidades tributarias mensuales" por "cuatro mil unidades tributarias mensuales", como límite máximo a ser considerado en la aplicación del pago de patentes municipales;
3°. Que, por el requerimiento de autos se solicita que se declare la inconstitucionalidad de la modificación que el proyecto de ley de Rentas Municipales introduce al Decreto Ley N° 3.063, de 1979;
4°. Que, los requirentes sostienen que la circunstancia que el proyecto de ley haya modificado sólo el guarismo del artículo 24 del inciso segundo del Decreto Ley mencionado en el considerando anterior, no implica que no se pueda analizar el contexto de la disposición y en consecuencia solicitan a este Tribunal que acuerde la discrepancia entre dicha norma y el texto constitucional;
5°. Que, sobre el particular y de acuerdo con el artículo 82 de la Constitución Política, es menester precisar que el Tribunal sólo tiene competencia para pronunciarse sobre la modificación introducida al artículo 24, inciso segundo, del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, que consiste en el cambio de 1.000 unidades tributarias mensuales por 4.000 unidades tributarias mensuales para los efectos de fijar la patente municipal. Si bien el resto de la disposición le sirve de sustento a la aplicación del límite máximo y le permite al intérprete analizar la posible discrepancia de la modificación con el texto constitucional, las atribuciones de éste le impiden pronunciarse sobre el contenido que no ha sido modificado, por tratarse de ley vigente, ya que de la sola lectura de la Carta Fundamental resulta evidente que el control de constitucionalidad que ejerce el Tribunal Constitucional, es solamente preventivo y no a posteriori;
6°. Que, los requirentes en su presentación hacen ver que el límite que se modifica por el proyecto de ley de Rentas Municipales es "absolutamente desproporcionado, arbitrario e injusto" y en consecuencia contrario al precepto constitucional del inciso segundo del artículo 19 de la Constitución Política.
Cabe recordar que el precepto indicado 19, N° 20, de la Ley Fundamental expresa lo siguiente:
Artículo 19.- "La Constitución asegura a todas las personas:
"20.° La igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley, y la igual repartición de las demás cargas públicas.
"En ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente desproporcionados o injustos.
"Los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado.
"Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar afectados a fines propios de la defensa nacional. Asimismo, podrá autorizar que los que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo.";
7°. Que, sobre la inconstitucionalidad alegada en relación a que la modificación introducida al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sería "manifiestamente desproporcionada e injusta", la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado (Sesión Extraordinaria 35a., miércoles 14 de septiembre de 1994) ha dicho a este respecto: "En cuanto a la afirmación de que cuadruplicar el monto máximo del valor de las patentes municipales podría vulnerar la prohibición de establecer tributos manifiestamente desproporcionados o injustos, es dable hacer presente que tal apreciación conlleva un juicio de carácter eminentemente valórico. En todo caso parece evidente que la proporción o desproporción de un tributo debe ser ponderado de acuerdo con la capacidad de pago del contribuyente y no en relación con el monto anterior del impuesto que se modifica.";
8°. Que, la disposición del artículo 19, N° 20, inciso segundo, de la Constitución Política, fue aprobada en la sesión N° 398, de julio de 1978, de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, de cuya lectura se desprende que la intención de los comisionados fue establecer una norma que impidiera que se pudieran imponer tributos de carácter expropiatorios o confiscatorios o que impidieran el ejercicio de una actividad;
9°. Que, este Tribunal ponderando el alza del límite superior de la aplicación del tributo de 1.000 unidades tributarias mensuales a 4.000 unidades tributarias mensuales, ha estimado que del mérito del proceso no se desprende que el límite máximo del tributo sea desproporcionado o injusto.
De aceptarse el criterio sustentado por los requirentes podríamos llegar a considerar cualquier alza de un tributo en relación con el anterior como manifiestamente desproporcionada e injusta.
No hay que olvidar, además, la historia de la norma que quiso evitar que se impusieran tributos que vinieran a representar una expropiación o confiscación o impidieran el ejercicio de una actividad;
10°. Que, en razón de lo expuesto no es posible a este Tribunal entrar a considerar como "manifiestamente desproporcionada o injusta" el alza del límite del tributo establecida en la modificación a la Ley de Rentas Municipales.
Además, las prohibiciones constitucionales deben ser siempre interpretadas con un criterio restrictivo y no es posible al respecto que se aplique un criterio amplio o extensivo para entender prohibiciones de rango fundamental;
11°. Que, por otra parte, los requirentes sostienen que la modificación introducida al límite máximo de la patente municipal atentaría contra el artículo 19, N° 2, de la Constitución, que asegura: "La igualdad ante la ley. En Chile no hay personas ni grupo privilegiado. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. 
"Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias."
El principio de igualdad significa, como la ha sostenido la Excma. Corte Suprema y este Tribunal en el Rol N° 53, que las normas jurídicas deben ser iguales para todas las personas que se encuentren en las mismas circunstancias y, consecuencialmente, diversas para aquellas que se encuentren en situaciones diferentes.
De acuerdo a este criterio es evidente que la ley que cambia el límite máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales a 4.000 unidades tributarias mensuales no está en discrepancia con el artículo 19, N° 2, de la Constitución citado, y que de esta sola modificación no podría derivarse una desigualdad ante la ley ni menos que ésta signifique una diferencia arbitraria.
Por discriminación arbitraria se ha entendido siempre una diferencia irracional o contraria al bien común, diferencia que no se desprende del contexto del proyecto de ley que modifica el artículo 24, inciso segundo, del Decreto Ley N° 3.063, de 1979.
De lo expuesto se infiere que en nada vulnera la igualdad ante ley la enmienda que se pretende declarar inconstitucional;
12°. Que, los requirentes afirman que la modificación propuesta atentaría, también, contra el artículo 19, N° 22, de la Constitución, que asegura la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica.
Sostienen que sería inconstitucional la ley que permitiera a una autoridad efectuar una discriminación arbitraria.
Sobre el particular es menester aclarar que en ningún caso la reforma que se introduce al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, puede significar una diferencia arbitraria en el trato que las Municipalidades como órganos del Estado pueden dar a los particulares. La circunstancia de que sólo se modifique el límite máximo del tributo que, eventualmente, pueda aplicarse por la autoridad local no significa que se contemplen, por ese sólo hecho, diferencias arbitrarias entre los distintos contribuyentes;
13°. Que, se sostiene en el requerimiento que el proyecto de ley que modifica la actual ley de Rentas Municipales atentaría también contra el artículo 19, N° 24, de la Constitución Política, que asegura que nadie puede ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de algunos de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino es en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación.
Estiman los requirentes una supuesta arbitrariedad que implicaría "una carga impositiva contraria a la Constitución y, como consecuencia de ello, la privación de una parte de su patrimonio".
Tal supuesta lesión patrimonial no estaría, en ningún caso en la ley sino que sería la resultante de la aplicación que de ella hiciera el órgano local, por lo que no es dable aceptar como violatoria del artículo 19, N° 24, de la Ley Fundamental, la reforma cuya inconstitucionalidad se solicita;
14°. Que, los requirentes sostienen que la modificación a la ley de Rentas Municipales importa también, conculcar el derecho garantizado en el artículo 19, N° 26, de la Carta Fundamental, que asegura:
N° 26.- "La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio."
Este Tribunal refiriéndose a esta garantía ha señalado en el Rol N° 43 "que un derecho es afectado en su 'esencia' cuando se le priva de aquello que le es consustancial de manera tal que deja de ser reconocible y que se 'impide su libre ejercicio' en aquellos casos en que el legislador lo somete a exigencias que lo hacen irrealizable, lo entraban más allá de lo razonable o lo privan de tutela jurídica".
Los requirentes al citar esta disposición como violentada por la reforma de la ley de Rentas Municipales han querido relacionar esta garantía general con la igualdad ante los tributos y especialmente con la prohibición de establecer tributos manifiestamente desproporcionados e injustos.
Este Tribunal entiende que lo consustancial al derecho de igualdad impositiva sería que los tributos deben ser iguales, proporcionados y justos y como ya lo hemos analizado en considerandos anteriores estos principios no se han desconocido por la reforma propuesta, más aún teniendo en consideración que se trata sólo de la modificación de un límite máximo.
En mérito de lo anterior no puede entenderse que hay una discrepancia entre la modificación al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, y el artículo 19, N° 26, de la Ley Fundamental;
15°. Los requirentes sostienen, además, que la modificación a la ley de Rentas Municipales significaría una violación al principio de legalidad de los tributos, establecido en los artículos 60, N° 14, en relación con el 62, inciso cuarto, ambos de la Constitución, que dicen:
El artículo 60, N° 14 prescribe:
"Artículo 60.- Sólo son materias de ley:
"14) Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República".
Por su parte el artículo 62 dispone, en su inciso cuarto: "Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:
"1.° Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión".
Los Honorables Senadores han querido ver en la modificación propuesta una vulneración al principio de legalidad tributaria, porque los distintos municipios "pueden acordar tributos diversos a contribuyentes con idéntico capital propio".
Sobre el particular debe tenerse presente que la argumentación referida incide en la ley vigente y no en la inconstitucionalidad que se solicita;
16°. Que, se sostiene también en el requerimiento de autos que la facultad otorgada a las Municipalidades para aplicar patentes con un límite máximo de 4.000 UTM, entre los marcos que la ley señala, importaría una delegación de facultades legislativas las que "sólo pueden tener lugar con respecto al Presidente de la República y sin que puedan extenderse, en ningún caso, a materias comprendidas en las garantías constitucionales".
En la especie, al igual que lo señalado en el considerando anterior, esta objeción esta referida al texto actualmente en vigor y no incide en el mérito de la norma que se impugna;
17°. Que, por último en el texto del requerimiento se destaca que la disposición del artículo 19, N° 20, de la Constitución, fue modificada por la Constitución de 1980 que asegura la igual repartición de los tributos en proporción "a las rentas" y no a los haberes, como lo establecía la Constitución de 1925. Esta reforma fue introducida por el H. Consejo de Estado, sin que exista en el Acta respectiva (Acta N° 64, de enero de 1979), antecedente alguno que nos permita precisar el objetivo de ella.
Los requirentes han querido ver en el alza de 1.000 unidades tributarias mensuales a 4.000 unidades tributarias mensuales, una relación con la modificación a que nos referíamos, insinuando que el alza del límite máximo de la patente podría significar un tributo impuesto al patrimonio.
Si bien es cierto que la intención del constituyente fue en principio precaver la posibilidad de que se establezca un impuesto al patrimonio de una persona, esto es, la totalidad de sus bienes o sobre una parte alícuota de ellos, no es menos cierto que la patente municipal no grava en ningún caso el patrimonio sino que una actividad, como bien lo dice el inciso primero del artículo 24, del Decreto Ley N° 3.063, de 1979.
Por lo demás, el propio artículo 19, N° 20, de la Constitución, permite establecer tributos tanto sobre rentas como sobre bienes y actividades. Como lo señala el Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado: "Las patentes municipales son tributos que no graven bienes sino actividades de una persona, sin perjuicio de que su monto se calcule sobre la base del capital propio de cada contribuyente. Ello significa que si no se desarrolla la actividad de que se trata, los bienes que conforman el capital propio no están sujetos al pago de dichas patentes."
El argumento de los requirentes no tiene en consecuencia sustento de orden constitucional ni legal.
VISTO, lo dispuesto en los artículos 19, N°s. 2, 20, 24, 26, y 82, de la Constitución Política de la República; 24 del Decreto Ley N° 3.063, de 1979; y 38 a 45 y 48 de la Ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional,

SE DECLARA, Que en uso de sus facultades exclusivas se rechaza el requerimiento de fojas 1.
El Ministro señor García disiente del fallo emitido por la mayoría del Tribunal, por estimar que el proyecto de ley sobre el cual incide el requerimiento formulado en el caso de autos y que corresponde a la modificación de la última frase del inciso segundo del artículo 24 del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, es inconstitucional por las siguientes principales consideraciones:
PRIMERO: El proyecto materia del requerimiento corresponde a una modificación de una de las disposiciones del Decreto Ley N° 3.063, normativa que fue promulgada en el año 1979, esto es, con anterioridad a la vigencia de la Constitución Política de 1980 que actualmente rige;
SEGUNDO: La referida normativa tuvo por objeto regular las Rentas Municipales, estableciendo ciertos tributos de afectación, como es el caso de las patentes municipales, a las que se refiere el artículo 24 de ese cuerpo legal de 1979 cuyo proyecto de modificación ha dado origen al requerimiento de autos;
TERCERO: La Constitución Política de 1980, consagró en su artículo 19, N° 20, junto con los principios de igualdad y de legalidad en materia tributaria, el del destino de los tributos al patrimonio del Estado, preceptuando perentoriamente en el inciso tercero de dicho numeral del artículo 19 que "Los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado.";
CUARTO: No obstante lo anterior, el constituyente quiso prever dos diferentes situaciones de excepción: la primera de ellas correspondió al propósito de ofrecer la posibilidad de que, en ciertas, determinadas y restrictivas circunstancias, fuere factible y conveniente vincular el destino de tributos a una finalidad precisamente identificada, para lo cual previó la salvedad establecida en el inciso final del numeral 20 del artículo 19 de la Constitución Política y estableció: "Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar afectados a fines propios de la defensa nacional. Asimismo, podrá autorizar que los que graven actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo.";
QUINTO: La segunda situación que el constituyente previó fue la relativa a normas que habían establecido tributos de afectación, que se encontraban vigentes a la fecha de la nueva Carta Fundamental y cuya aplicación incidía en las actividades nacionales, de manera que su pérdida de vigencia podría ocasionar trastornos que era conveniente evitar. Para atender a esta situación, el constituyente incorporó a la Constitución Política de 1980 el artículo 7° transitorio que estableció: "Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del número 20° del artículo 19, mantendrán su vigencia las disposiciones legales que hayan establecido tributos de afectación a un destino determinado, mientras no sean expresamente derogadas.";
SEXTO: Dicha disposición transitoria constituyó un llamado al legislador a regularizar las situaciones derivadas de aquellas normas legales cuya vigencia resultaba excepcionalmente necesario mantener, invitándolo a legislar de conformidad con las normas constitucionales permanentes y, en especial, con sujeción a la plenitud de lo establecido en el numeral 20 del artículo 19 de la Carta Fundamental;
SEPTIMO: Como norma de carácter transitoria que es, corresponde interpretar dicha disposición séptima en su estricto sentido, sin analogías ni extensiones, a fin de que su aplicación se circunscriba exacta y limitadamente al objetivo que la ha motivado. Por lo mismo, resulta ineludible interpretar su alcance en orden a permitir que aquellas leyes de afectación que se las ha debido dejar vigentes, sólo subsistan "mientras no sean expresamente derogadas", no resultando por ello procedente, hacerlas objeto de modificaciones que alteren el texto con que se las permitió subsistir, el cual, obviamente, ha quedado ligado a la prorroga constitucional de su vigencia;
OCTAVO: Consiguientemente, no se armoniza con el sentido constitucional de una disposición transitoria como la séptima citada, entrar a cambiar el texto e introducir alteraciones a aquellas normas que establecían tributos de afectación con anterioridad a la Constitución Política de 1980, como es el caso del Decreto Ley N° 3.063, del año 1979, cuyo artículo 24 trata de ser modificado por el proyecto de ley materia del presente requerimiento, alterando el límite máximo superior a que pueden llegar las patentes municipales en el país;
NOVENO: En mérito a las consideraciones anteriores y sin emitir pronunciamiento alguno con respecto al resto del contenido del indicado artículo 24 por no haber sido materia de examen en este caso, el disidente concluye en la necesidad de declarar inconstitucional el proyecto de modificación del límite superior máximo de las patentes municipales contemplado en el Decreto Ley N° 3.063, de 1979, acogiendo de esta manera el requerimiento de autos. 
Redactó la sentencia la Ministro señora Luz Bulnes Aldunate, y la disidencia su autor.
Comuníquese, regístrese y archívese. Rol N° 203. 

  

  


